
 

 
Ibagué Tolima, 20 de octubre de 2021 

 
ASUNTO 

 
El artículo 150 inciso 4 del Código Único Disciplinario, establece que la indagación 
preliminar tendrá una duración de 6 meses y culminara con el archivo definitivo o 
auto de apertura de Investigación Disciplinaria. 

 
 

ANTECEDENTES 
 
1. LA QUEJA / EL INFORME  

 
Mediante radicado interno 20211063 del 15 de abril de 2021, fue recibida remisión 
de queja radicada N° 2021-10736 del 19 febrero de 2021, remitida por 
competencia a este despacho de la Personería Municipal de Ibagué con oficio 
V.A.G.P. 548, en 41 folios y auto en 2 folios, quien a su vez la recibió por 
competencia de la Procuraduría Provincial de Ibagué, quien remitió por oficio 543 
del 17 de febrero de 2021 en virtud del auto  IUC-D 2021-1748573 y IUS-E 2020-
659414 del 15 de febrero de 2021, que ordeno remisión del asunto disciplinario a 
la Personería Municipal de Ibagué, de la queja radicada de manera anónima a 
través de la ventanilla electrónica de la PROCURADURÍA GENERAL DE LA 
NACIÓN la cual fue radicada bajo numero E-2020-659414 calendada del 14-12-
2020, en la cual le quejoso manifiesta:  
 
 “Solicitud investigación por contratación directa – alumbrado navideño en el 
municipio de Ibagué – Tolima. Respetuosamente se solicita intervención inmediata 
de la procuraduría general de la nación – en aras de buscar un proceso 
transparente y con resultados, ya que diferentes han sido las manifestaciones de 
inconformismo por el gasto de $500.000.000 en un alumbrado navideño 
paupérrimo que deja muchas dudas; ya que el contrato estipula que el encendido 
debía estar a apunto  el día 1 de diciembre de 2020 en 8  puntos emblemáticos de 
la ciudad, y  a la fecha 13 de diciembre de 2020 solamente han sido pobremente 
iluminados 3 puntos, lo que deja al descubierto un incumplimiento claro por parte 
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del contratista seleccionado de forma directa para realizar estas actividades. Se 
solicita a la procuraduría intervención, investigación exhaustiva y seguimiento a la 
ejecución y pago al contratista, adicionalmente establecer los motivos por los 
cuales no se le ha exigido el cumplimiento inmediato de las obligaciones al 
contratista se recomienda además la exhortación a la administración municipal de 
Ibagué para que cumpla y aplique el decreto 1009 de 2020 expedido por el 
gobierno nacional en donde se disponen los lineamientos en materia de austeridad 
en el gasto público en el  marco de la pandemia, cordialmente agradeciendo la 
intervención inmediata y garantía en la defensa de los recursos públicos, por parte 
de la procuraduría general de la nación.  
 
  

2. INDAGACIÓN PRELIMINAR 
 

A raíz de la queja este despacho dispuso la apertura de Indagación Preliminar 
Nro. 07-2021 mediante auto de fecha 22 de abril de 2021, como quiera que en los 
hechos denunciados se relaciona una situación presuntamente irregular, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 150 de la Ley 734 de 2002; con la 
finalidad de verificar la ocurrencia de los hechos, determinar si es constitutiva de 
falta disciplinaria, o establecer si se ha actuado al amparo de una causal de 
exclusión de la responsabilidad. 
 
Indagación Preliminar que se adelanto en averiguación de responsable, por los 
hechos objeto de la queja y los demás que le sean conexos, en el cual se dispuso:  
 

a) Oficiar a la Secretaria General  para que allegue en medio magnético 
copia del expediente contractual del contrato interadministrativo N° 85 de 
2020; el cual contenga los documentos pre-contractuales, contractuales, 
designaciones de supervisión, informes de ejecución y certifique el estado 
actual del contrato.     
 

b) Oficiar a la Dirección Financiera para que certifique los pagos realizados y 
afectaciones del CDP 160-2020 del contratista EMPRESA 
GENERADORA DE ENERGÍA DEL TOLIMA con NIT 809.010.915-1, en 
virtud del contrato interadministrativo N° 85-2020.  
 

c) Oficiar a la División Administrativa allegue a este despacho la siguiente 
información: Nombre del cargo, Código, Asignación Salarial, fecha 
ingreso, fecha de retiro, documento novedad de ingreso y/o retiro (Acto 
administrativo de nombramiento, posesión, retiro del cargo, etc), Copia del 
Manual de Funciones, constancia sobre antecedentes laborales 
disciplinarios internos, última dirección física y electrónica registrada en la 



 

hoja de vida de los funcionarios o ex funcionarios que ungieron como 
Gerente de Proyectos Especiales desde el 3 de noviembre de 2020 a la 
fecha.  

 
d) Incorporar a la presente investigación y tener como pruebas los 

documentos allegados con el Informe. 
 

e) Practicar las demás diligencias que sean conducentes y pertinentes que 
tiendan a esclarecer los hechos objeto de la presente investigación. 

 
 
Durante la etapa probatoria se tuvo acceso a través de la plataforma de compra 
publica SECOP II al expediente 085 de 2020. El cual obra en CD que contiene:  
 

 
 
De igual forma se deja constancia que durante los días 14 de mayo de 2021, 21 
de junio  de 2021 y 24 de junio de 2021; no corrieron términos.  
 

3. OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO 
 
Procede esta oficina en ejercicio de sus funciones de Control Único Disciplinario, a 
evaluar el mérito de la indagación Preliminar que se adelanta en esta 
dependencia, en cumplimiento al artículo 150 inciso 4 de la ley 734 de 2002, con 
el fin de determinar si en el presente caso presuntamente se compromete la 
responsabilidad disciplinaria evento en cual se proferirá auto de Investigación 



 

Disciplinaria o si por el contrario se debe proferir auto de Archivo por determinar 
que la conducta descrita no se enmarca en la Ley como falta disciplinaria. 
 

4. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 
 

Con relación a la responsabilidad de los servidores públicos, es la misma 
Constitución Política que en su artículo 6º, establece que deben responder ante 
las autoridades, tanto por la violación de la Constitución Política y la ley como 
por las omisiones o la extralimitación en ejercicio de funciones que les sean 
asignadas; fundamento de responsabilidad que se articula con las relaciones 
especiales de sujeción surgidas entre el Estado y el servidor público o el 
particular que cumpla funciones públicas, las cuales están orientadas a la 
consecución o materialización de los fines del Estado.  
 
Como hecho constitutivo de falta disciplinaria la incursión en cualquiera de las 
conductas o comportamientos previstos en la Ley 734 de 2002 que conlleven al 
incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y 
funciones, prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades e 
incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparados 
por cualquiera de las causales de exclusión de responsabilidad disciplinaria 
contempladas en el artículo 28 ibídem. 
 
NORMAS DISCIPLINARIAS-Propósito/ILICITUD SUSTANCIAL DISCIPLINARIA-
Definición doctrinal 
 
Por su parte el artículo 5 del Código Único Disciplinario señala «La falta será 
antijurídica cuando afecte el deber funcional sin justificación alguna», esa ovación 
que hace la norma del deber funcional pone en evidencia que las normas 
disciplinarias tienen como propósito canalizar la conducta de quienes cumplen 
funciones públicas mediante la imposición de deberes con el fin de lograr el 
cumplimiento de los cometidos estatales. 
 
La doctrina ha definido la ilicitud sustancial disciplinaria como la afectación 
sustancial de los deberes funcionales, siempre que ello implique el 
desconocimiento de los principios que rigen la función pública. Bajo todos estos 
parámetros analizaremos el primer cargo endilgado a la disciplinada, el que en 
parte dio lugar a que se profiriera la decisión sancionatoria proferida en primera 
instancia 
 
Considera el despacho que, frente a estos hechos materia de investigación, hay 
que anotar que es deber de todo Servidor Público: 

 



 

“…Artículo 34. Deberes. Son deberes de todo servidor público: 
 
1. Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la Constitución, 

los tratados de Derecho Internacional Humanitario, los demás ratificados 
por el Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos 
distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los 
manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las 
convenciones colectivas, los contratos de trabajo y las órdenes superiores 
emitidas por funcionario competente.” 

 
En materia de contratación estatal:  
 
El supervisor en el contexto de la contratación estatal tiene como función la de 
vigilar, controlar y verificar la ejecución de los contratos y convenios con el 
propósito de asegurar los fines de la contratación y la satisfacción de los 
intereses de la entidad, y sobre todo, examinar el cumplimiento de las 
obligaciones adquiridas por el contratista, en especial en lo que tiene relación 
con: a) las especificaciones técnicas del objeto contratado; b) las actividades 
administrativas; c) las actividades legales, y d) las actividades financieras y 
presupuestales.  
 
En el Capítulo VI de la Ley 1474 de 2011, se establecen las “disposiciones para 
prevenir y combatir la corrupción en la contratación pública”, dentro de estas 
disposiciones encontramos que el artículo 34 se refiere a la supervisión e 
interventoría contractual, artículo que en su párrafo segundo expresa lo 
siguiente:  
 

“la supervisión consistirá en el seguimiento técnico, administrativo, 
financiero, contable, y jurídico que sobre el cumplimiento del objeto del 
contrato, es ejercida por la misma entidad estatal cuando no requieren 
conocimientos especializados. Para la supervisión, la Entidad estatal 
podrá contratar personal de apoyo, a través de los contratos de prestación 
de servicios que sean requeridos”.  

 
Más adelante también establece el mismo artículo lo siguiente:  
 

“Por regla general, no serán concurrentes en relación con un mismo 
contrato, las funciones de supervisión e interventoría. Sin embargo, la 
entidad puede dividir la vigilancia del contrato principal, caso en el cual en 
el contrato respectivo de interventoría, se deberán indicar las actividades 
técnicas a cargo del interventor y las demás quedarán a cargo de la 



 

Entidad a través del supervisor. El contrato de Interventoría será 
supervisado directamente por la entidad estatal”.  

 
De lo anterior se puede afirmar en primer lugar, que la supervisión es ejercida 
por la entidad estatal a través de uno de sus servidores públicos o de un 
particular cuando en la entidad no existan funcionarios con los conocimientos 
especializados que se requieren, y en segundo lugar, que el objeto de la 
supervisión es vigilar, controlar y verificar que se cumpla con el objeto contratado 
y las obligaciones adquiridas por el contratista. 
 
Los supervisores son sujetos disciplinables  
 
El artículo 53 de la Ley 734 de 2002, modificado por el Artículo 44 de la Ley 
1474 de 2011, establece cuales son los sujetos disciplinables, y con relación a 
los supervisores, dice lo siguiente:  
 

“El presente régimen se aplica a los particulares que cumplan labores de 
interventoría o supervisión en los contratos estatales; también a quienes 
ejerzan funciones públicas, de manera permanente o transitoria, en lo que 
tienen que ver con estas, y a quienes administren recursos públicos u 
oficiales”.  

 
De lo anterior se tiene que los supervisores, sin importar si son servidores 
públicos o particulares, son sujetos disciplinables, es decir, se podrá adelantar 
acciones disciplinarias contra ellos. I 
 
Facultades y deberes de los supervisores  
 
El artículo 84 de la Ley 1474 de 2011, establece cuales son las facultades y 
deberes de los supervisores y los interventores, de la siguiente forma:  
 

“La supervisión e interventoría contractual implica el seguimiento al 
ejercicio del cumplimiento obligacional por la entidad contratante sobre las 
obligaciones a cargo del contratista. Los interventores y supervisores 
están facultados para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones 
sobre el desarrollo de la ejecución contractual, y serán responsables por 
mantener informada a la entidad contratante de los hechos o 
circunstancias que puedan constituir actos de corrupción tipificados como 
conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el 
cumplimiento del contrato, o cuando tal incumplimiento se presente”.  

 



 

El supervisor para poder ejercer su función de una forma idónea, está facultado 
para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la 
ejecución contractual; pero también tiene la responsabilidad de mantener 
informada a la entidad de posibles hechos de corrupción o que puedan poner en 
peligro la ejecución o cumplimiento del contrato, o que el incumplimiento se 
presente.  
 
 
DE LA FALTA  
 
Respecto a la falta, el numeral 34 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, 
modificada por el Parágrafo 1° del artículo 84 de la Ley 1474 de 2011 establece 
como “Falta Gravísima” en la que podría incurrir el supervisor, la siguiente:  
 

“34. No exigir, el supervisor o el interventor, la calidad de los bienes y 
servicios adquiridos por la entidad estatal, o en su defecto, los exigidos 
por las normas técnicas obligatorias, o certificar como recibida a 
satisfacción, obra que no ha sido ejecutada a cabalidad. También será 
falta gravísima omitir el deber de informar a la entidad contratante los 
hechos o circunstancias que puedan constituir actos de corrupción 
tipificados como conductas punibles, o que puedan poner o pongan en 
riesgo el cumplimiento del contrato, o cuando se presente el 
incumplimiento.”  

 
Como se puede observar, la importancia del supervisor y del interventor radica 
en ser los ojos de la entidad estatal para verificar la correcta ejecución de la 
contratación pública en los aspectos: i) técnicos, ii) jurídicos, iii) financieros etc.; 
de ahí que, si el supervisor no exige la calidad contratada y recibe a satisfacción 
obras mal hechas, de mala calidad o inconclusas entre otras, o no informa a la 
entidad estatal de posibles actos de corrupción que pongan en riesgo el 
cumplimiento del contrato, o cuando se presente dicho incumplimiento, incurrirá 
en falta gravísima que le podrá acarrear como sanción la destitución e 
inhabilidad general cuando dicha falta es cometida con dolo o realizada con 
culpa gravísima. 
 
DEL CASO CONCRETO  
 
Una vez analizado el expediente administrativo contenido en el Contrato estatal N° 
85 de 2020; se pudo observar que:  
 

1. En la plataforma SECOP 11 se publicó el proceso CIA-001-2020, el 30 de 
octubre de 2020, tal como se muestra en la imagen:  



 

 
  

2. Que los documentos del proceso fueron publicados en la plataforma de 
compra pública tal como se muestra en la imagen:  
 

 
3. Que de igual forma se cargaron los documentos del proveedor  

 

 



 

4. Que la modalidad de selección correspondió a través de un proceso de 
contratación Directa, - Contrato Interadministrativo suscrito con la 
EMPRESA GENERADORA DE ENERGÍA DEL TOLIMA EGETSA S.A. 
E.S.P. creada en marco de la Ley 142 de 1994, siendo una empresa de 
servicios públicos domiciliarios que por su conformación se clasifica en las 
empresas de economía mixta, siendo la Gobernación del Tolima su mayor 
accionista con una participación actualmente del 98% de su capital 
accionario, tal como lo establece la Resolución N°277 del 23 de octubre de 
2020 expedida por el Instituto - Por medio del cual se justifica la necesidad 
de celebrar una contratación directa.  

 
5. Que el 3 de noviembre de 2020 se suscribió el contrato N°085-2020 que 

tiene por objeto ALQUILAR EL ALUMBRADO NAVIDEÑO DE LA 
TEMPORADA DE FIN DE AÑO, CON DESTINO AL EMBELLECIMIENTO 
DEL MUNICIPIO DE IBAGUÉ. 
 

6. Que la propuesta presentada por EGETSA SA ESP correspondió a la suma 
de QUINIENTOS MILLONES DE PESOS ($500.000.000), correspondiente 
a:  

 

 
7. Que en la plataforma SECOP II, se observa que el contrato fue liquidado el 

6 de abril de 2021, en el cual se deja salvedades acerca de la ejecución del 
mismo estableciéndose como valor ejecutado del contrato por la suma de 
$392.619.556, cuya reducción se generó en virtud de la falta de instalación 
de algunos elementos en los 8 puntos definidos en el contrato, los cuales se 



 

detectaron en la labor de supervisión tal como se aprecia en la siguiente 
tabla:   

 

 
 
De lo anterior, se deja ver que como lo manifestó el denunciante no se instalaron 
ciertos elementos y que debido a la pandemia generada por el COVI-19, provocó 
que en aras de evitar aglomeraciones y los impactos económicos y en salud 
provocada por el virus y en cumplimiento a lo dispuesto Que el artículo 69 de la 
Ley 2008 de 2019 establece que el Gobierno nacional reglamentará mediante 
decreto un Plan de Austeridad del Gasto durante la vigencia fiscal de 2020 
 
Por las consideraciones precedentes se debe proferir decisión de archivo, 
teniendo en cuenta el Articulo 73 de la Ley 734 de 2002 que establece:  
 
“Terminación del proceso disciplinario. En cualquier etapa de la actuación 
disciplinaria en que aparezca plenamente demostrado que el hecho atribuido no 
existió, que la conducta no está prevista en la ley como falta disciplinaria, que 
el investigado no la cometió, que existe una causal de exclusión de 
responsabilidad, o que la actuación no podía iniciarse o proseguirse, el funcionario 
del conocimiento, mediante decisión motivada, así lo declarará y ordenará el 
archivo definitivo de las diligencias” 
 
El artículo 142 de la Ley 734 de 2002, establece que no se podrá proferir fallo 
sancionatorio sin que obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza sobre 
la existencia de la falta y la responsabilidad del investigado. En el caso sub lite, 
sopesando el universo probatorio bajo las reglas de la sana crítica 
(artículo 141 ibídem), se concluye que está plenamente demostrado que el 

https://www.bogotajuridica.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4589#142
https://www.bogotajuridica.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4589#141


 

comportamiento del(os) servidor(es) público(s) investigado obra baja la causal de 
exclusión de responsabilidad del numeral 1 del artículo 28 de la Ley 734 de 2002, 
esto es fuerza mayor. Y si bien en materia disciplinaria, diverso a lo que ocurre en 
materia penal y otras expresiones del derecho punitivo, el juzgador tiene un 
margen más amplio para llegar a la convicción de la certeza, ello en sí mismo no 
lo legitima para asumir posturas subjetivas, con la creencia que corresponde hallar 
un responsable, sea quien fuere, debiendo hacer un análisis claro, minucioso y 
detallado de las causales que justifiquen un incumplimiento de deberes  como en 
el presente caso.  
 
Así las cosas, este despacho encuentra impedimentos de tipo Legal para iniciar 
investigación Disciplinaria por los hechos puestos de presente, ya que del estudio 
evaluación y valoración de los medios probatorios aportados se logra determinar 
que la conducta no existió y que se cumplió con el deber de supervisión del 
contrato señalado en la Ley 1474 de 2011; por lo que se debe proceder a la 
terminación y archivo atendiendo a lo ordenado por el artículo 73 de la Ley 734 de 
2002, por lo que no se puede elevar reproche alguno al Indagado en la presente.  
 
Bajo estos preceptos normativos y encontrándose en imposibilidad de proseguirse 
con la actuación disciplinaria, por parte de la Oficina Asesora de Control Único 
Disciplinario del Instituto de Financiamiento Promoción y Desarrollo de Ibagué - 
INFIBAGUE, por encontrar que la conducta desplegada no existió y que no hubo 
violación al deber de supervisión, pues como se deja ver del contrato inicialmente 
pactado por valor de Quinientos Millones de pesos ($500.000.000.) solo se ejecuto 
y pago la suma de trescientos noventa y dos millones seiscientos diecinueve mil 
quinientos cincuenta y seis pesos ($392.619.556).  
 
En conclusión, en virtud de las normas transcritas, apartes jurisprudenciales, y 
teniendo en cuenta las consideraciones de la parte motiva, y en mérito de lo 
expuesto el Jefe de la Oficina Asesora de Control Único Disciplinario del Instituto 
de Financiamiento, promoción y desarrollo de Ibagué “INFIBAGUE”, en uso de sus 
atribuciones,  

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: ORDENAR la terminación y disponer el archivo definitivo de la 
Indagación Preliminar de Radicado 007 de 2021 que se adelanta en esta 
dependencia, en averiguación de responsable.  
 
SEGUNDO: Notificar personalmente la presente decisión a los sujetos procesales, 
indicándole que contra la misma procede recurso de apelación que deberán 



 

interponer y sustentar dentro del término de tres días siguientes a la fecha de 
notificación. Si no fuera posible la Notificación Personal, Notifíquese por Edicto. 
 
TERCERO: Una vez en firme el presente proveído, archívense en forma definitiva 
las diligencias disciplinarias. 

 
 

COMUNÍQUESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 
 
 

DARWIN AGUIRRE HERNÁNDEZ 
Jefe Oficina Asesora de Control Único Disciplinario 


